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(i) Resumen de las exigencias legales y regulatorias ambientales de ámbito nacional y sub-nacional. Diagnóstico de competencias institucionales.
I.- INTRODUCCIÓN.
1. Antecedentes.

1.1. La estructura institucional argentina: la descentralización a través de un federalismo mixto o federalismo “unitario”. La Constitución de la República Argentina, de 1853 adopta la forma federal de Estado inspirándose en el modelo estadounidense. El Estado federal argentino se compone de un orden central y 22 provincias que definen en el marco de la Constitución nacional sus órdenes locales (14 son las llamadas provincias históricas, las restantes las que se corresponden al proceso de provincialización de territorios nacionales, de mediados del siglo XX) a lo que se le suman dos actores más de carácter local: los municipios y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En resumen, desde la Constitución nacional argentina se puede decir surgen los componentes de la federación enumerados en su segunda parte titulada “las Autoridades de la Nación”: a) el Gobierno Federal (Segunda Parte, Título Primero), b) los Gobiernos de provincia (Segunda Parte, Título Segundo) y dentro de de este último c) los municipios (arts. 5 CN y 123 CN) y la ciudad autónoma de Buenos Aires (129CN). 
1.2. Funcionamiento de la estructura federal. Así, queda estructurado un Estado con un orden jurídico total representado por la Constitución, y compuesto por una comunidad jurídica central  -gobierno federal- y comunidades jurídicas parciales –provincias, CABA y municipios. Todos esos componentes luego son ordenados por la propia Constitución, que es la que dispone las reglas de funcionamiento de la estructura global. De la propia constitución federal argentina surgen las tres típicas relaciones de cualquier federación: suprasubordinación que se expresa en la supremacía del derecho federal sobre los órdenes locales provinciales, (art. 31 CN); participación que se expresa en la Cámara de Senadores del Congreso Nacional, donde se aporta de modo igualitario 3 componentes por cada provincia y; coordinación, que en la Argentina se impone por la regla general de que la el Gobierno Nacional tiene sólo las competencias que han sido expresamente atribuidas por la Constitución nacional quedando para las provincias todas aquellas allí no establecidas, (art. 121 CN).
2. La institucionalidad ambiental en el esquema federal argentino.

2.1. La nueva distribución de competencias en materia ambiental ha provocado una mutación en la estructura federal argentina, que alcanza a las tres funciones clásicas del Estado. Desde el tercer párrafo del artículo, se puede verificar a) una nueva manera de legislar en la estructura federal, ya que la misma incluye una concurrencia complementaria de los tres órdenes que no tiene antecedentes en nuestro sistema; b) una descentralización de importantes proporciones en cuanto a la gestión administrativa del ambiente, acompañada por c) una trascendente descentralización en cuanto a la intervención de los poderes judiciales locales, dejando un espacio mínimo y excepcional para el cobijo de los jueces federales. En el presente informe nos referiremos -atento el objeto de planteado- a las primeras dos cuestiones, que hacen al marco institucional, siendo que el análisis respecto al esquema de distribución de competencias judiciales no se muestra como imprescindible para el objeto de la presente. 

3. La competencia para legislar en materia ambiental.

3.1. La función legislativa es aquella que se aboca a sancionar los diversos niveles de reglas de conducta generales, abstractas, impersonales, que crean derecho nuevo y que integrando el sistema jurídico, procuren un orden de convivencia para la sociedad
. Esta función en materia ambiental para  la Argentina aparece reglada en el artículo 41 CN desdoblada en dos subfunciones: al Estado Federal le corresponde el “dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección” y a las provincias dictar las normas “necesarias para complementarlas”. Por el juego armónico del artículo 129 CN, a la voz provincias le debemos sumar la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) y por la necesaria autonomía que dentro de cada provincia se les debe asegurar, también se debe pensar en un complemento de segundo orden por los gobierno municipales (art. 123 CN).

3.2. El sistema global de legislación ambiental contendrá vinculaciones en sentido horizontal y vertical. Las vinculaciones en sentido horizontal serán las que se generarán entre normas de idéntico orden, es decir: en el orden federal las leyes de presupuestos mínimos entre sí (ley general vs. leyes sectoriales); en el orden provincial las leyes complementarias entre sí (leyes provinciales generales complementarias vs. leyes provinciales sectoriales complementarias); y en los municipios o Ciudad Autónoma de Buenos Aires sus ordenanzas entre sí (ordenanzas generales complementarias vs. ordenanzas sectoriales complementarias). 
3.3. Este tipo de complejidad se produce porque es la propia Constitución la que le da un perfil amplio, holístico e integrador a la conflictividad relacionada con el desarrollo sostenible. El segundo párrafo del artículo 41 CN obliga a pensar a esta materia desgranada entre un sinnúmero de supuestos. Esto muestra la necesidad que se tiene de pensar en un esquema sistémico con reglas claras y un muy pulcro orden interno para lograr así la efectiva funcionalidad de todos sus componentes, evitando superposiciones. Daremos a este punto un breve espacio pues la presente contribución se refiere básicamente a las competencias entre Nación y Provincias; aunque nos parece importante no dejar de lado esta cuestión ya que el modelo de ley general y leyes sectoriales han sido adoptado por casi todos los órdenes, tanto el nacional como los provinciales para cada una de esas comunidades jurídicas parciales. 

3.4. Veamos cómo se compone la complejidad en el orden nacional.

Complejidad horizontal en el orden federal.
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3.5. Luego tendremos las vinculaciones en sentido vertical, las que se darán entre normas de diferente orden, es decir las relaciones entre las leyes de presupuestos mínimos federales, las leyes complementarias provinciales, y las complementarias municipales. 
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3.6. Complejidad horizontal. La relación entre ley general del ambiente y leyes sectoriales. La ley general del ambiente 25675 como ley marco y las leyes sectoriales: Veamos el primero de los temas conflictivos: la relación entre la ley general del ambiente 25675 y el resto de las leyes sectoriales, sean estas anteriores o posteriores a ella. 

3.7. El primer punto a considerar es la necesidad de adoptar un sistema como este. La respuesta es práctica: en materia de protección del ambiente el objeto de regulación incluye una cantidad y variedad de temas tan basto que ello obligará a una doble regulación: por un lado un abanico formidable de leyes especiales (llamadas sectoriales también) que abordarán cada una de las áreas específicas, sin interferir ni referirse a los restantes elementos; y por el otro una norma marco, que tenga vocación integradora, y provoque una regulación expandida que logre abrazar de manera simultánea a todos los contenidos del sistema.
3.8. Es que regular el desarrollo sostenible, implica pensar en un panorama enorme. Entendemos que son tres los grandes conjuntos que componen el sistema normativo sectorial de protección del ambiente en Argentina: a) el que incluye normas referidas a los sistemas ambientales (aguas, suelo, atmósfera, flora, fauna, etc.); b) el que incluye normas referidas a actividades que se desarrollan con el ambiente como soporte topográfico (agricultura, ganadería, pesca, minería, etc.), o c) el que incluye normas referidas a instrumentos de gestión del ambiente (acceso a la información ambiental, participación, ordenamiento ambiental del territorio, evaluación de impacto ambiental, etc.). La horizontalidad de la disciplina nos obliga a pensar que esos espacios particulares, tienen reglas que necesariamente serán aplicables para ellos, pero que luego deben ser tributarios de una normación central y general, que desarrolle directamente los elementos básicos del derecho reglado en el artículo 41CN. Esta transversalidad es la que obliga imperiosamente a que exista una reglamentación del derecho fundamental desde una ley que se interponga entre las normas sectoriales y el artículo 41 CN, no en jerarquía, sino en contenidos.

3.9. En esto la Argentina al dictar la ley general del ambiente 25675 siguiendo el esquema de ley marco ha seguido la estructura que se ha impuesto también en los diferentes países latinoamericanos. Veamos algunos ejemplos: Colombia, Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente (1974); Venezuela, la Ley Orgánica del Ambiente (1976); Ecuador, la Ley para la Prevención y Control de la Contaminación Ambiental (1976); Brasil, la Ley 6.938 que dispone sobre política nacional del medio ambiente, sus fines y mecanismos de formulación y aplicación y establece otras providencias (1981); Cuba, la Ley 33 sobre Protección del Medio Ambiente y el Uso Racional de los Recursos Naturales (1981); Guatemala, la Ley para la Protección y Mejoramiento del Medio Ambiente (1986); México, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (1988); Perú, 185 el Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales (1990); Bolivia, la Ley General del Medio Ambiente (1992); Honduras, Ley General del Ambiente (1993); Chile, la Ley 19300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (1994); Costa Rica, la Ley Orgánica del Ambiente (1995); Nicaragua, la Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales (1996); El Salvador, la Ley del Medio Ambiente (1998); Panamá, la Ley General del Ambiente (1998); República Dominicana, la Ley 64-00, Ley General sobre Medio Ambiente y Recursos Naturales (2000); Uruguay, la Ley 17283, Ley General de Protección Ambiental (2000); Perú, Ley general del ambiente 28611 (2005).

3.10. Vale la pena aclarar que la impermeabilidad de la LGA en la Argentina no puede tener fuente constitucional, pues el sistema argentino no posee reglas de especificidad legislativa (material o formal) sobre la ley de protección ambiental, a efectos de permitir calificar a la LGA como ley reforzada, especial u orgánica, e impedir su derogación por ley ordinaria. Tampoco existe regla de jerarquía que coloque a la LGA por encima de las leyes sectoriales. Recordemos que en la Argentina el concepto de ley es unitario y sin gradación jerárquica entre las diferentes tipologías. 
3.11. Para solucionar este inconveniente la ley 25675 dispone la regla de supletoriedad en su artículo 3 que dice: “La presente ley regirá en todo el territorio de la Nación, sus disposiciones son de orden público, y se utilizarán para la interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no se oponga a los principios y disposiciones contenidas en ésta”. Desde esta norma se adopta la regla mediante la cual sin llegar a la derogación las leyes especiales anteriores pervivirán en la medida que “no se opongan a los principios y disposiciones contenidas en la ley marco”. 

3.12. Sin esta regla, cualquier ley marco, pierde su principal virtud. Esto es importante pues en muchos casos, al verificar los sistemas provinciales -por ejemplo la ley general del ambiente 11.723 de la Provincia de Buenos Aires o la ley general del ambiente 4.563 de la provincia Chubut- observamos que las mismas no contienen dicha instrucción. Esto pone a estas estructuras provinciales en una posición deficiente, al no contener el mecanismo de supletoriedad, lo que provoca inestabilidad en el marco de las fuentes de derecho ambiental local.

3.13. Complejidad vertical, las competencias de la Nación, las provincias y los municipios. Resta ahora saber cuáles son las competencias de la Nación, cuáles las de las provincias y cuáles las de los municipios. De esto se encarga el tercer párrafo del artículo 41 CN cuando dice que “Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas”. Esto sucede en el tercer párrafo del artículo 41 CN porque los cuatro niveles de descentralización territorial del poder pueden intervenir en la formación del sistema de legalidad ambiental. Tanto la Nación, como las provincias, como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, como las municipalidades pueden dar normas de protección del ambiente. 

3.14. Estamos ante un sistema de fuentes múltiples, de imposible unificación, donde la competencia es concurrente. La novedad se produce en el modo en que los órdenes son llamados a concurrir: una estructura dosificada por la complementariedad. La reforma de 1994 en pocos segmentos ha adoptado este esquema: tan sólo aparece en el art. 75 incs. 17 (pueblos indígenas) y 19 (Educación), y este tercer párrafo del artículo 41 CN. 

3.15. Veamos algunas de estas particularidades para luego describir los engranajes de la maquina. Las normas nacionales de presupuestos mínimos de protección ambiental obligan a las provincias, por ser el piso dictado por el Congreso federal, inderogable y supremo; el que invalida las normas locales que lo contraríen (cuando nos referimos a las normas locales incluimos su Constitución, los convenios interprovinciales, las leyes y los decretos provinciales). Las normas provinciales y municipales deben “complementar”, y ello implica dos caras: a. Negativa: Los gobiernos autónomos no pueden jamás – pues violarían la supremacía federal (tercer párrafo art. 41 y 31 CN) – proteger menos que las reglas superiores. b. Positiva: Las normas provinciales o municipales pueden ser diferentes a las de jerarquía superior siempre y cuando la discrepancia radique en que la regla inferior optimiza la protección, protege más que la regla de PMPA superior. Además, el sistema impone un límite al Congreso Nacional, el que sólo puede dictar presupuestos mínimos, no una ley que regule la totalidad de la materia. 

3.16. Otro elemento de suma importancia resulta ser la autonomía de cada una de las competencias complementarias. Cada uno de los sectores competencial que han sido llamados a concurrir de manera complementaria en la formación del sistema normativo ambiental son independientes, sólo relacionadas por el principio de complementariedad. En consecuencia, las provincias o los municipios pueden legislar sobre las materias que la Nación aún no ha dado PMPA. El inconveniente es que al darse la regla nacional, por ser el piso mínimo de protección, ella obligará a redefinir los elementos que ya las provincias hayan dado. En el caso de las normas de complemento no hay normativa delegada sino atribución constitucional directa para que las provincias, CABA y municipios, legislen de manera complementaria.

3.17. Es aquí importante considerar el principio de proporcionalidad (art. 28 CN) como límite a la facultad de complementar que poseen los órdenes locales (provincias y municipios). La consecuencia de esta doctrina en nuestro esquema federal es que las provincias podrán dictar normas complementarias ambientales pero donde estos límites deberán estar sometidos los principios de proporcionalidad, y la obligación de minimizar los efectos en el comercio de este tipo de medidas (arts. 9 a 12 y 28 CN).

4. La competencia administrativa, la ejecución de las normas ambientales.
4.1. La ejecución administrativa de las normas como hemos explicado es una competencia eminentemente local. La aplicación y puesta en práctica de las leyes de presupuestos mínimos dictadas por el Congreso federal se dará por la autoridad local. Esto es lo que pretende el tercer párrafo del artículo 41 CN cuando dispone “sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales”. La autoridad federal no tendrá intervención, excepto en casos de conflictos interjurisdiccionales, lo que incluye tanto los temas relacionados con relaciones internacionales, como aquellos que afecten a más de una jurisdicción provincial o los espacios de utilidad nacional. Entonces, la ejecución administrativa de la ley de presupuestos mínimos, se dará en la jurisdicción de las autoridades locales. Esta es la regla general.
4.2. Un elemento sumamente importante en la gestión y administración ambiental será la autonomía. Sin una institucionalidad adecuada para la elaboración propia de estas políticas, la facultad que en teoría pertenece a cada ámbito, en la práctica no se podrá llevar adelante. Este fenómeno se puede observar en los casos de provincias con municipios con y sin autonomía. La diferencia en la posibilidad de gestión local es enorme. Municipios autónomos son espacios con fortaleza política, con capacidad de adoptar políticas en ese ámbito, y sobre todo con capacidad para luego llevar adelante las acciones necesarias para concretar en los hechos estas definiciones sin interferencia de otros espacios de poder. 

4.3. Uno de los límites que surgen para la actuación de los órdenes locales es la regla de la no interferencia, la que incluso será barrera para la competencia de optimización local, la que adelantamos, no podrá ejercitarse de modo tal que implicara un obstáculo al ejercicio de las acciones de la unión. A modo de resumen hasta aquí podríamos decir que la doctrina de la no interferencia implica que la decisión política nacional será la necesaria para el logro de los fines federales específicos, mientras que los órdenes locales conservan todo su poder, el que se puede ejercitar en la medida que con su ejercicio no se produzca una interferencia en el desenvolvimiento de los fines de estas competencias del Gobierno nacional. 

4.4. En cuanto a la competencia administrativa ambiental, recordemos que las políticas nacionales o provinciales, necesariamente se deben ejecutar en ámbitos regulados por el orden inmediatamente inferior (provincial y municipal). Esto motivará que los requisitos, y el ejercicio de los poderes locales de elevar la exigencia ambiental, encuentren esta barrera en la manda de no interferencia. Podría suceder que se encubra una modificación de la política del orden superior por el inferior desde esta optimización por la comunidad local. Esto es inaceptable para el sistema. Los contenidos globales, las políticas de interés común a todas las provincias no pueden luego ser reinterpretadas por cada comunidad local o depender de su voluntad para que ellas se ejerciten. La federación (en relación a las provincias) o las provincias (en relación a los municipios) poseen ese círculo inalienable que no puede ser interferido por las decisiones políticas de nivel inferior. 

4.5. La gestión de los sistemas ecológicos compartidos. En cuanto a los sistemas ecológicos compartidos la ley 25675 trae dos principios. Primero el de solidaridad (“La Nación y los Estados provinciales serán responsables de la prevención y mitigación de los efectos ambientales transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los riesgos ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos”). Este principio básicamente se refiere a los efectos ambientales transfronterizos adversos. En el contexto de las políticas propias de cada provincia, según la solidaridad se deberán considerar las transferencias que se produzcan desde sus acciones, sobre el resto de sus vecinas. Lo mismo para los espacios comunales. Si de alguna acción propia (ya sea desde el Gobierno nacional como provincial como municipal) se sigue alguna alteración o modificación negativa sobre algún sistema ambiental de pertenencia de otra jurisdicción, el proyecto deberá consensuarse. Se obliga de este modo a considerar fórmulas concertadas para definir programas comunes que permitan evitar estos inconvenientes. La unilateralidad entre componentes de la federación, la atomización respecto a las acciones o políticas sobre recursos naturales es contraria al mandato de sostenibilidad. Es importante además tener en cuenta que el foco deberá estar en la prevención y la mitigación.

4.6. Siguiendo la misma lógica de federalismo conjuntivo, la ley 25675 regla el segundo principio referido a la gestión de los sistemas ambientales compartidos: el de cooperación (“Los recursos naturales y los sistemas ecológicos compartidos serán utilizados en forma equitativa y racional. El tratamiento y mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma conjunta”). El presupuesto de actuación nuevamente es la presencia de recursos naturales y sistemas ecológicos compartidos. 

4.7. Ambas reglas de institucionalidad y gestión de sistema ecológicos compartidos van a necesitar de instrumentos idóneos que permitan llevar a la práctica dichas reglas. Para ello será de vital importancia considerar los acuerdos interprovinciales que las provincias o los municipios pueden celebrar en la dinámica del federalismo de concertación, incluso la formación de regiones que establecen algunas normas que han sido agregadas por la reforma constitucional de 1994 (arts. 124 y 125 y 75 inc. 19 CN).
4.8. Otro espacio de vital importancia para la concertación de políticas comunes en materia ambienta, resulta ser el Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA). El COFEMA se forma sobre la base de un tratado intrafederal, es decir un convenio entre las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
, y el Gobierno Nacional. En su génesis el COFEMA es pensado como una institución en que cada integrante posee un solo voto, donde la Nación posee igual poder que las provincias y la CABA.
5. El municipio y sus competencias ambientales.
5.1. El municipio como articulador de las instituciones del habitante: El municipio es una institución basada en relaciones de vecindad, con carácter esencialmente político, y no simplemente administrativo y con finalidades de bien común en la sociedad local
. Es una institución que tiene un territorio, una población, y un gobierno cuya finalidad es satisfacer las necesidades públicas de la comunidad que lo compone
.

5.2. En una estructura federal como la argentina el municipio tiene un perfil institucional diferente a otras estructuras de Estado. Estos espacios –concretamente- serán componentes autónomos con base en la Constitución federal, que tendrán un “círculo intangible” de competencias dentro de un doble marco: el orden federal y el orden provincial. Respecto al modo de regulación de nuestra Constitución nacional se ha dispuesto en su artículo 5 que es una obligación de cada provincia dictar “para sí una Constitución... que asegure... su régimen municipal”. Ello es completado en el artículo 123 CN que dispone que “cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5 asegurando la autonomía municipal, y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero” (el destacado nos pertenece). Se difiere al Derecho Público Provincial la delimitación de los alcances de dicha autonomía en sus aspectos institucional, político, administrativos económico y financiero. La reforma de 1994 en este sentido mejoró el sistema del artículo 5 (que solo refería el calificativo “régimen”) asegurando para todos los municipios de la Nación mediante lo reglado en el mencionado artículo 123 CN que deben gozar de instituciones propias y gobernantes propios. Luego el detalle queda delegado a las provincias, las que regularán el alcance de la autonomía considerando las realidades de cada espacio, pudiendo adoptar matices diferenciados los que incluso pueden dar base a asimetrías siempre que este piso sea respetado.

5.3. Será cada provincia, en principio en su respectiva Constitución, la que establecerá las principales características de su propio régimen municipal. Asimismo, la provincia puede dictar luego una ley - desde su legislatura - que explique detalladamente los aspectos enunciados en la Constitución provincial. El piso de autonomía no puede entonces se desconocido y será obligatorio para las provincias.

5.4. Los diferentes tipos de municipios. La realidad de cada una de las provincias nos advierte sobre diferentes niveles de descentralización en razón de los diferentes tipos de comunidades. Rosatti
 dice -a partir de los datos del último Censo Poblacional Nacional de 2001- que en verdad existen tres realidades por la complejidad de la ciudad o del centro poblacional:
5.4.1. El Posmunicipalismo que es una figura pensada para los espacios que han superado la categoría del simple municipio por la enorme envergadura que adquieren. En la República Argentina la pérdida de la armonía entre  el hombre y el medio, por el crecimiento de la población la ciudad se transforma en metrópoli  o megalópolis. Por metrópoli se entiende aquella ciudad que se caracteriza por ser el centro de influencia política, social, y cultural de una región y que está constituida por un núcleo central y varios centros satélites (…) pero, además la metrópoli es una ciudad especial diferenciada en el sistema económico nacional, con un importante desarrollo industrial y comercial, proveedor de servicios y mercado de trabajo que provoca fuertes corrientes migratorias desde otras regiones, dándole una particular influencia económica, política y cultural dentro de la Nación
. La Megalópolis, expresión utilizada por Lewis Mumford connota los efectos decadentes que la concentración desproporcionada genera en la vida de una ciudad. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Capital de la República, distrito que con 200 km.2 de superficie, cuenta con una densidad cercana a los 15.000 habitantes por kilómetro cuadrado. En el caso de Buenos Aires en realidad no podemos pensar en las estructuras municipales porque esta ciudad tiene una complejidad que escapa a la clásica vida en comunidad. Se debe apuntar para lograr una adecuada gestión local, con los matices de cada uno de los barrios y distritos, proyectados normativamente sobre sus formas de gestión, con perfiles internos de descentralización particulares. Aparecerán las tendencias del posmunicipalismo en las comunidades adyacentes a la Capital Federal (conurbano o Gran Buenos Aires). Otras comunidades que se agregan a esta nueva realidad pueden ser la ciudad de Córdoba, Rosario, agregamos nosotros Mar del Plata, las que llegan o rondan el millón de habitantes. Son lugares en los cuales se verifica un desborde de la estructura municipal clásica por la enorme complejidad de los problemas que estas urbes tienen.

5.4.2. El Premunicipalismo es un fenómeno de comunidades pequeñas que pugnan por lograr autosuficiencia relativa, fundamentalmente en el área rural. La tendencia hacia la creciente urbanización de los asentamientos humanos en la Argentina provoca que esta tendencia se pierda. Auspiciosas son las regulaciones que permiten adoptar incluso a estos asentamientos las normativas y regímenes jurídicos de los centros urbanos. Esto significa fomentar jurídicamente el desarrollo de las comunidades aún carentes de autosuficiencia.

5.4.3. Municipalismo. Nuestro país ofrece numerosos ejemplos de municipalismo. Comunidades con “vida propia” en las que reina la armonía hombre-naturaleza donde la relación población-espacio físico-recursos no ha tenido desequilibrios.
5.5. Entendemos que resultaría aconsejable categorizar, reconocer niveles o grados de municipios para establecer niveles de descentralización desde las necesidades y posibilidades de cada comunidad.

5.6. El rol institucional del municipio en materia ambiental. En materia de gestión del ambiente hemos analizado la competencia administrativa precedentemente y hemos dicho que ella siempre pertenece al orden local. Esto porque se persigue una normativa que sea uniforme y basal por un lado en poder del orden federal y otra específica y complementaria para el ámbito provincial. Este sistema luego se replica en cada espacio autónomo respecto a las competencias propias de la provincia y luego sus municipios. Esta es la directa aplicación del principio pensar global y actuar local.

5.7. El otro principio de enorme trascendencia para comprender las competencias del municipio en materia ambiental es el de subsidiariedad. La mejor manera de solucionar los problemas es desde el prisma de la inmediatez. Pero desde la visión nacional, existen supuestos especiales que requieren -por su envergadura, por la dimensión del problema, o los efectos de pudieren acarrear la acción de solución- de soluciones desde el Estado central, pues no resultan divisibles en las instituciones provinciales, todo ello por el nivel de complejidad del caso. Estos son supuestos donde aparecen implicados intereses que escapan a la jurisdicción local. En estos casos, y solo en la medida en que los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los poderes locales, entonces la solución al problema se pueda lograr por la intervención del orden superior, ya sea para una cuestión municipal se acudirá al gobierno provincial, o para un problema que excede ese ámbito se mostrará el gobierno federal como de intervención necesaria.
6. Las respuestas institucionales para sistemas ecológicos compartidos.

6.1. Los sistemas ecológicos compartidos. Cuando un elemento natural se extienda o expanda más allá de las fronteras de un espacio territorial, por ejemplo cuando es compartido entre dos o más provincias, la “vieja escuela del federalismo por oposición” indicaba que -principio de subsidiariedad mediante- la decisión de su suerte debía está a cargo del orden superior, en ese caso la federación. Lo mismo si el sistema ambiental excedía el espacio de un municipio para pasar a ser compartido entre varios. En ese caso la solución debía provenir de la Provincia.

6.2. Las soluciones institucionales de concertación federal para sistemas ecológicos compartidos. Pero históricamente el nuevo federalismo de concertación aporta soluciones institucionales para estos problemas comunes. En el Estado federal argentino las provincias pueden celebrar convenios entre sí siempre que no tengan carácter político. Desde la mitad del siglo XX se comenzó a ver cómo las provincias utilizaban estos “tratados parciales” del artículo 125 CN ya no solo para la regulación de límites comunes o cuestiones vinculadas a la administración de justicia, sino como instrumentos para la creación de entes interjurisdiccionales como el Consejo Federal de Inversiones (CFI), Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), órganos de cuencas para la gestión de ríos interprovinciales. Como vemos, este instrumento ha servido para la concertación de políticas públicas Interprovinciales e intrafederales (con participación de la federación).

6.3. Así, ante un sistema ecológico compartido por dos o más provincias, los respectivos gobiernos podrán unirse en un tratado parcial para efectivizar una fórmula institucional de gestión común para ese espacio. Lo interesante de este tipo de acuerdos resulta ser que permiten a los entes locales adoptar soluciones sin la intervención de la nación. Es que excepto en los casos en que estén en juego competencias típicas de la federación la intervención del gobierno nacional no será obligatoria. 

6.4. Por este motivo los mencionados acuerdos se han transformado históricamente en una fuente de descentralización institucional frente a problemas sobre sistemas ecológicos interprovinciales. Es que durante la segunda mitad del siglo XX se ha verificado que ante problemas comunes las provincias deciden -en lugar de dar intervención a la federación- concertar ellas mismas la solución a través de convenios parciales. Así se permiten ellas crear instituciones comunes de gestión sobre un recurso natural común sin el ingreso del gobierno nacional.
6.5. La creación de órganos comunes, o de regiones por utilización de recursos naturales compartidos, en pro de su utilización racional siguiendo la manda del segundo párrafo del artículo 41 CN, será entonces la traducción de una vieja institución para el esquema nuevo para la estructura federal que comenzará a mirar los institutos clásicos del viejo estado federal. Este tipo de planteo son los que deberían guiar la corrección de la modalidad de desarrollo conforme lo que nuestro constituyente ha mandado en el artículo 41 primer párrafo, en vinculación directa con los artículo 75 incs. 18 y 19 de la Constitución nacional.

6.6. Como hemos visto, sólo se daba conocimiento al Congreso del tratado parcial, y con esto alcanzaba.

6.7. Los convenios interprovinciales. Se define el tratado interprovincial como todo acuerdo de naturaleza no política, en que dos o más provincias regulan intereses comunes con conocimiento del Congreso federal
. El artículo 125 CN faculta a las provincias a celebrar tratados parciales para: a) fines de administración de justicia, b) interés económico, c) trabajos de utilidad común. Como límite negativo el artículo 126 CN se dispone que estos convenios no pueden tener “carácter político”
. 

6.8. Si el acuerdo violara alguno de estos puntos, y no siguiera los lineamientos que propone el constituyente sería susceptible de anularse por el Alto Tribunal de la Nación.

6.9. Explica Horacio Daniel Piombo en el que quizá sea el mejor texto sobre este tema - "Tratados interjurisdiccionales internos" - que al existir una grave laguna en nuestro sistema acerca de cómo regular todo el sistema vinculado a los convenios interprovinciales, así como los convenios entre las provincias y la Nación, lo que se recomienda a efectos de subsanar la ausencia de normas, es una heterointegración del sistema, es decir el ingreso de institutos reglados en otros sistemas jurídicos los que se podrían adaptar para regular este aspecto que no posee normación. Sería recomendable que el Congreso mediante un iter concertado con las provincias, dicte una norma que regule esta modalidad, sobre todos los aspectos relacionados a la jerarquía de ellos como fuentes. Mediante analogía trasladamos el sistema de los convenios internacionales a nuestro sistema y verificamos el modo en que se llevan adelante los convenios interprovinciales e intrafederales desde las reglas del derecho internacional público y sobre todo la convención de Viena sobre tratados.
6.10. En conclusión, cualquier convenio entre provincias tendrá que tener las siguientes etapas:

· Negociación. (Impulso).

· Firma

· Aprobación del tratado por el Congreso

· Ratificación del tratado.

6.11. Hasta que no haya ratificación no hay fuente del derecho. 

6.12. Si el convenio fuera entre provincias solamente se agregaría el requisito de conocimiento de Congreso tal como lo señalan los artículos 124 y 125 CN. En este caso, conocimiento no significa consentimiento. Esto quiere decir que el requisito las provincias lo cumplen con el envío del instrumento al Congreso. En cambio, si el acuerdo es intrafederal, es necesario que el Congreso lo apruebe porque del acuerdo formará parte la Nación. 
6.13. Transferencia de competencias a órganos interprovinciales. Los tratados interprovinciales autorizados por el art. 125 CN parecen consentir que, mediante su celebración, las provincias transfieran competencias que les son propias a organismos interprovinciales que dichos convenios crean. Este mecanismo podría ser muy útil en caso de ser necesario disponer de fórmulas institucionales para la solución de problemas comunes en caso de áreas metropolitanas interprovinciales por ejemplo. Bidart Campos pone como ejemplo un Tribunal Superior de Justicia. Dice que si se erige un tribunal superior de justicia común entre varias provincias, el tratado respectivo puede conferirle las facultades judiciales que las constituciones locales prevén para un órgano judicial provincial propio equivalente
.

6.14. Creemos mediante acuerdos de manejo común los gobiernos comprometidos podrían crear órganos comunes a los que transferir competencias comunes como por ejemplo la generación de planes de ordenamiento o gestión de políticas ambientales comunes.

6.15. Celebración de convenios internacionales por las provincias. La redacción anterior a la reforma no los permitía pero tampoco los prohibía (art. 124 CN). Ello desde la regla del artículo 121 CN de reserva a favor de las provincias de las competencias no regladas expresamente, incluía la posibilidad de que ellas celebraran convenios internacionales de contenido no político. Pero el nuevo art. 125 CN agrega esta competencia desde la que se permite celebrar convenios a las provincias con otros Estados soberanos e incluso con organizaciones comunitarias. Estos tratados parciales con Estados extranjeros están sujetos al conocimiento del Congreso -como los convenios parciales entre interprovinciales que hemos visto-. Los convenios internacionales de las provincias deben cumplir determinados requisitos materiales (de contenido):

· que no sean incompatibles con la política exterior de la Nación,

· que no afecten las facultades delegadas al gobierno federal,

· que no afecten el crédito público de la Nación.

6.16. Como acabamos de mencionar, el artículo 125 CN dispone el mismo requisito procesal que para los convenios entre provincias: dar “conocimiento" al Congreso. Nuevamente este mecanismo tampoco incluirá el "consentimiento" del órgano federal, sino simplemente el dar a conocer –informar- ya que el consentimiento no es necesario, y entonces, no será preciso un acto volitivo del Gobierno nacional para validar el instrumento. Pero de todos modos nosotros pretendemos ir más allá y creemos que si el convenio internacional celebrado por la Provincia argentina resulta ser contrario a la manda constitucional que impone el límite material (art. 124 CN), será el Congreso federal el que posea la vía judicial para obtener la nulidad del mismo. En este sentido creemos, será ese el órgano legitimado para incoar la acción que entienda más idónea, y mientras no lo haga el convenio tendrá validez. De todos modos, como ya lo hemos expuesto, podría incluso ser un simple ciudadano el legitimado, si entendemos que existe un derecho a la calidad institucional, y que el mismo posee naturaleza de derecho de incidencia colectiva.
6.17. Estamos ante una institución que ha sido reglada por la reforma y que no pretende crear un nuevo nivel político de gobierno, sino que pone las dianas en una nueva modalidad de concertación interprovincial, mediante la cual se unifican para el logro de fines adecuados. Esta resulta ser una muy interesante herramienta, de naturaleza instrumental, encaminada a una nueva articulación de las relaciones interprovinciales. Por supuesto, que creemos que la Nación es susceptible de participar en aquellas iniciativas en que se encuentre involucrado algún aspecto que hace a su competencia. Pero, dicha intervención de ningún modo debe invadir la esfera exclusiva de las provincias. Queremos destacar igualmente que el constituyente no ha acogido la noción de regionalismo como nuevo nivel político de gobierno.
6.18. Las regiones como instrumento de concertación federal. La Constitución argentina incluyó la noción de regiones recién con la reforma de 1994. Históricamente este instituto -sin estar prohibido- no aparecía previsto por el sistema constitucional de modo expreso. Vale la pena hacer una aclaración iniciática: las regiones a las que se refiere nuestra Constitución no son aquellas de los Estados unitarios con descentralización regional como España, Italia, o Colombia porque no pueden tener carácter político. La Constitución argentina en el artículo 124 faculta a las provincias a “crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines...”. Esta claro que el constituyente ha pretendido ingresar una modalidad que -sin alcanzar el sistema regionalista de Italia o España- impone una dinámica al federalismo que puede resultar sumamente sugerente. 

6.19. Para precisar el sentido que le ha dado el constituyente a esta nueva modalidad institucional debemos pensar en la finalidad que se propone en el texto, la que está vinculada con el desarrollo económico y social, como así también con la necesidad de compatibilizar y armonizar facultades interjurisdiccionales y/o concurrentes. Ello, a fin de evitar superposición de autoridades y fragmentación de responsables en aras de lograr la resolución concertada de conflictos y la búsqueda de soluciones conjuntas a asuntos compartidos
.
6.20. Con esta institución no se está creando un nuevo nivel político de gobierno, sino que las provincias siguen siendo el centro de redistribución territorial del poder. La región está constreñida al logro de objetivos de carácter económico y social. Queremos destacar en este punto que la región para el constituyente es un modo de descentralización administrativa del poder en el territorio. Esto, a diferencia de lo que ocurre con la Nación, las provincias y los municipios, los que con magnitudes distintas, reúnen en común facultades correspondientes al dictado de sus propias normas de organización y de gestión (dentro de sus respectivas esferas de competencia) y a la elección de sus autoridades, o sea todas las características que definen a un centro autónomo de poder.

6.21. ¿Será necesaria la contigüidad geográfica? La regionalización implica sólo un sistema de relaciones interprovinciales para la promoción del desarrollo que el artículo califica como “económico y social”. En ese sentido la regionalización puede no abarcar a todo el ámbito territorial o regional de una provincia sino solamente uno parcial, incluyendo por supuesto a los municipios que queden comprendidos en el espacio. Como hemos visto, con la región no hay descentralización política porque no hay una nueva instancia de decisión política nueva. Veamos los pasos:

· Instrumentación: La competencia para crear regiones está atribuida a favor de las provincias e incluye a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La creación de las regiones deviene por medio de un tratado de los incluidos en el art. 125 CN en su primer párrafo, en los cuales siempre fue habitual incluir los que pudieran celebrar las provincias con el Estado federal. La competencia de las provincias no inhibe la intervención del Estado nacional el que no puede crear una región y luego requerir la adhesión de las provincias porque el concepto detrás del 124 es que las provincias son las que tienen la facultad de regionalizarse. Pero de todos modos la federación puede luego intervenir, convocado por las provincias.
· Organización interna: al crearse una región las provincias pueden dotarla de órganos con facultades propias. No son órganos con niveles de decisión política; son espacios de concertación que por lo general se vinculan más a las fórmulas de uniones de Estados que hemos analizado en el primer capítulo. Así, aparecen en la praxis Juntas de Gobernadores, Comités de Ministros, Secretarías Técnicas. Creada la región y sus órganos, asignados los objetivos, y sus políticas, la ejecución del plan es competencia de cada provincia. Para saber cuál es el órgano provincial que puede ser sujeto a absorber la competencia para acordar la regionalización, lo más sensato será remitirse a las prescripciones de la Constitución local de cada una de las provincias concertantes del tratado. Luego, ante el silencio se podrá establecer en el propio convenio cuál será el encargado del cumplimiento de los fines del acuerdo. 
· Competencias (competencia exclusiva provincial). La creación de la región es una facultad exclusiva de las provincias. El Estado federal no tiene competencia para intervenir en la creación de las regiones, pero tampoco es una competencia prohibida (art. 126 CN). Esto indica que puede el Estado federal intervenir (ser parte) en la creación de regiones, aunque para ello será necesario que las provincias -que son las que detentan la competencia exclusiva para su creación- estimulen su participación. Puede que las propias provincias inviten al Gobierno nacional a integrar el iter constitutivo. 

6.22. En conclusión, la competencia es de los órdenes autónomos. El Estado federal no puede crear regiones por sí mismas, pero puede participar e intervenir en tratados entre las provincias, a los fines de la regionalización; lo que no está permitido es que el Estado nacional cree la región y luego pida la adhesión, como sería desde el mecanismo de la ley-convenio. 

6.23. Respecto a la intervención del Gobierno nacional vale la pena aclarar que la norma (art. 124 CN) cuando autoriza la creación de regiones, luego exige “conocimiento del Congreso nacional”. Es evidente que estamos nuevamente ante la misma cuestión que antes explicamos respecto a los convenios entre provincias. La mención del 124 CN respecto al conocimiento es para los dos pero como el instrumento es el convenio del 125 y allí se exige conocimiento es evidente que estos convenios entre provincias para crear regiones necesitan conocimiento del Congreso. Repetimos aquí lo ya expuesto: conocimiento no es aprobación. Creemos que simplemente la provincia cumplirá con este requisito informando, remitiendo copia del instrumento al Congreso de la Nación.

6.24. El intermunicipalismo. Pero esta dinámica de acuerdos entre provincias se puede replicar entre los municipios de una provincia. Esto es lo que se ha dado en llamar intermunicipalismo, el asociacionismo de municipios en el ejercicio del poder de policía intermunicipal. Esta forma de dinámica implica una buena oportunidad para ejercitar una especie de microregionalismo. 

6.25. Frías cita como ejemplos de relaciones entre municipios el caso de Austria, donde hay cooperación creciente en el dominio económico entre los poderes locales, en particular, respecto a la provisión de agua y construcción de escuelas y hospitales. En Bélgica, la Constitución autoriza a “varias provincias o varios municipios a entenderse o asociarse en las condiciones y según el modo a determinar por la ley, para la gestión en común de objetos de interés provincial o de interés comunal. Sin embargo, no les está permitido a los consejos provinciales o comunales deliberar en común. La ley de 1922 permite dos formas de cooperación entre las comunas: a) asociaciones de comunas que dan nacimiento a una nueva persona de derecho público, distinta de las comunas fundadoras; b) convenciones de comunas de alcance más restringido. A partir de 1950 más de la mitad de las comunas belgas están asociadas en una o varias entidades intercomunales, siendo las predominantes las de distribución de agua, gas y electricidad
.

6.26. En Estados Unidos de América a lo largo del siglo XX cada vez es más utilizada la cooperación intermunicipal. Hay aglomeraciones donde existen decenas y aún centenares de acuerdos oficiales y oficiosos para cubrir ciertas funciones de los poderes locales -circulación, enseñanza, residuos, provisión de agua, etc.- acuerdos que ordinariamente necesitan la aprobación del gobierno del Estado o una legislación estadual que los autorice. Ciertos acuerdos implican la existencia de distritos especiales o comités mixtos a los cuales contribuyen los participantes
.

6.27. En Argentina la dinámica intermunicipal se instrumenta por medio de organismos comunes o instrumentos que unifiquen prácticas entre comunidades locales. Para saber la manera en que los acuerdos entre municipios, u organismos intermunicipales se hacen será interesante verificar la manera en que en cada provincia se regulan todas estas herramientas en sus constituciones. 

6.28. Francia es otro lugar para ejemplificar el cooperativismo municipal. Desde hace tiempo allí funcionan satisfactoriamente algunas sociedades intercomunales, las que generalmente representan a las colectividades locales en las sociedades nacionales encargadas de la distribución de la electricidad y del gas. Son también numerosas las encargadas de la distribución de la electricidad y del gas. Son también numerosas las encargadas de la distribución del agua entre varias comunas, con concurso de sociedades privadas
.

6.29. Respecto a la conflictividad ambiental es muy importante la cuestión pues primero que los problemas ambiental juegan su suerte desde las políticas comunales y locales. Esto muchas veces no es tenido en consideración. De hecho en materia ambiental será de suma trascendencia lo que se decida la comunidad que está cerca de sus propios intereses. Pero luego es interesante ver qué sucede con las problemáticas ambientales que exceden, por su longitud, y por la extensión de los sistemas afectados el área de un solo municipio. Esto implica -en la lógica clásica- la necesaria intervención de las estructuras provinciales lo que aleja la solución del ámbito donde el conflicto se genera. En dichos casos entonces será interesante pensar en soluciones desde esta nueva dinámica intercomunal mediante diferentes instrumentos.
7. Resumen de las exigencias legales y regulatorias ambientales de ámbito nacional y sub-nacional. 
7.1. En cuanto a las exigencias legales y regulatorias ambientales, tanto las derivadas de las normas de presupuestos mínimos como las provinciales complementarias, ellas derivan en primera instancia de las enumeradas por la ley general del ambiente. Encontramos entre ellas: Evaluación de impacto ambiental, Ordenamiento ambiental del territorio, Seguro ambiental, Sistemas de autogestión, Normas de usos de los sistemas ambientales.

7.2. La forma que asumirá cada una de estas exigencias, en cada ámbito local, será diferente según la norma complementaria provincial de que se trate. Por ese motivo analizaremos cada una por separado y para cada uno de los sectores locales respecto de los cuales se ha propuesto el presente.
7.3. Nos focalizaremos en el presente informe, atento los temas que motivan la presente consultoría, en dos de las exigencias: la evaluación de impacto ambiental que es el mecanismo por excelencia de licenciamiento de nuestro país y el ordenamiento ambiental del territorio.

8. La evaluación de impacto ambiental.
8.1. Concepto: La evaluación de impacto ambiental (EIA en adelante) es el mecanismo legal por excelencia para prevenir los daños ambientales potenciales. Se exige completarlo antes del inicio o de la continuación de la actividad, y tiene por objeto comprobar los efectos nocivos que la misma pueda provocar sobre el medio. Luego de identificados se proponen medidas para mitigarlo, las que deberán ser aprobadas por la administración. Como vemos es un proceso con matices diferentes. Pero también es una derivación del principio de prevención ambiental. Ahora veremos como funciona.

8.2. La EIA surge como dijéramos supra, con la NEPA de los Estados Unidos. Es un procedimiento mediante el cual se pretende garantizar que todas aquellas potenciales repercusiones que una determinada actividad pueda tener sobre el medio, deban ser analizadas y descritas sistemáticamente. Será muy importante la EIA por la merituación que se haga de las diferentes alternativas posibles dentro de la actuación considerada, de allí que éstas constituyen un componente esencial del EIA. Otro elemento fundamental será el caudal informativo que se disponga para lograr conclusiones certeras.

8.3. La EIA en la ley general del ambiente 25675. La ley 25.675 es ley general del ambiente. Esto implica que sus disposiciones serán aplicables a todas las materias sectoriales, como hemos visto al momento de analizar la complejidad horizontal. Esto quiere decir que las normas de la LGA referidas a EIA se aplicarán en la generalidad de los casos tanto en aquellos en que no esté previsto ningún trámite de licenciamiento ambiental como cuando lo estuviera. En un caso disponiendo cómo se hará el trámite de EIA y en el otro enriqueciendo los contenidos de la ley sectorial que dispone las pautas de la EIA para ese espacio.

8.4. En el ámbito federal encontramos además de los contenidos de la LGA, normas que incluyen la EIA como procedimiento de licenciamiento ambiental. Se trata de diferentes sectores de la Administración Federal que utilizan la EIA para autorizar actividades con incidencia ambiental que se desarrollan ante sus reparticiones. Los instrumentos de regulación donde se alojan estas EIA son variados, las hay leyes, decretos, resoluciones, disposiciones, elementos que dotarán según la jerarquía del instrumento de mayor o menor rigidés del marco institucional, por la facilidad con que el mismo se puede transformar.

8.5. Los diferentes modelos de EIA que encontramos son:

8.5.1. Manual de Gestión Ambiental para Obras Hidráulicas con Aprovechamiento Energético 1987: Desde la Obra Binacional de Salto Grande se inician los primeros estudios de impacto ambiental (EIA) y se diseñan las bases normativas y de gestión ambiental de los proyectos hidráulicos multipropósitos, con el fin de minimizar sus efectos negativos y maximizar sus beneficios, concurrentes al desarrollo regional. El Manual incorpora y establece los requerimientos ambientales a cumplir en las siguientes etapas del ciclo de los proyectos: evaluación de los recursos, inventario, prefactibilidad, factibilidad, proyecto ejecutivo, construcción y operación. La encargada de evaluar y controlar la implementación de este procedimiento es la Secretaría de Energía de la Nación.

8.5.2. Manual de Gestión Ambiental de Centrales Térmicas Convencionales para Generación de Energía Eléctrica 1990: El Manual establece los requerimientos ambientales a cumplir en las siguientes etapas del ciclo de los proyectos: planeamiento, prefactibilidad, factibilidad, proyecto ejecutivo, construcción, montaje y explotación. La encargada de evaluar y controlar la implementación de este procedimiento es la Secretaría de Energía de la Nación.
8.5.3. Manual de Gestión Ambiental del Sistema de Transporte Eléctrico de Extra Alta Tensión. (Res. SE 15/1992) modificado por Res. SE 77/1998 - Manual de Gestión Ambiental del Sistema de Transporte Eléctrico. Este Manual establece los requerimientos ambientales a cumplir en el Sistema de Transmisión Eléctrica de Extra Alta Tensión (> 220 kV.) en las siguientes etapas: prefactibilidad, proyecto básico, proyecto ejecutivo, construcción y explotación. La encargada de evaluar y controlar la implementación de este procedimiento es la Secretaría de Energía de la Nación. La modificación, por Res. SE 77/98, incorpora al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (ENRE) como responsable de subsanar toda violación o incumplimiento de la norma.
8.5.4. Ley 25.612 Ley de Gestión Integral de Residuos Industriales y de Actividades de Servicios: en su artículo 32 prevé que “Toda planta de almacenamiento, tratamiento o disposición final de residuos, previo a su habilitación, deberá realizar un estudio de impacto ambiental, el cual deberá ser presentado ante la autoridad competente, que emitirá una declaración de impacto ambiental, en la que fundamente su aprobación o rechazo. La reglamentación determinará los requisitos mínimos y comunes que deberá contener dicho estudio”. Esta ley aún no se ha reglamentado y no se encuentra operativa en este contenido.
8.5.5. Manual de Evaluación y Gestión Ambiental de Obras Viales II: Este Manual aprobado por resolución 1604/2007 el que se aplica obligatoriamente en todo el ámbito jurisdiccional de la Dirección Nacional de Vialidad (DNV en adelante), para la planificación, proyecto, construcción, mantenimiento y operación de la Red Vial Nacional y en toda otra obra que fuera financiada a través de la DNV. La encargada de evaluar y controlar la implementación de este procedimiento es la DNV.
8.5.6. EIA Permisos de Exploración y Concesiones de Explotación de Hidrocarburos Por resolución 25/2004 de la Secretaría de Energía de la Nación, dependiente del Ministerio de Planificación de la Nación se aprueban las "Normas para la Presentación de los Estudios Ambientales Correspondientes a los Permisos do Exploración y Concesiones de Explotación de Hidrocarburos". Las referidas normas serán de aplicación tanto para los estudios ambientales correspondientes a las nuevas obras, trabajos e instalaciones, como asimismo para las que se hallen en ejecución o ya se hayan ejecutado, en relación con los informes que deban presentarse a partir de la fecha de entrada en vigencia de la presente resolución.

8.5.7. Reglamento para la Evaluación de Impacto Ambiental en Áreas de la Administración de Parques Nacionales, 1994: Mediante resolución 16/1994 de la Administracion de Parques Nacionales (APN en adelante) se aprueba el Reglamento para la Evaluación de Impacto ambiental en áreas de la APN donde se establecen las normas y contenidos de los estudios de impacto ambiental (EIA), de los informes de impacto ambiental (IIA) y de los informes medioambientales (IMA). Esta norma incluye anexos con los Proyectos y Actividades sujetos a la ejecución de EIA y IIA. La encargada de evaluar y controlar su implementación es la Administración de Parques Nacionales (APN).
8.5.8. Guía Ambiental General para Proyectos de Inversión. Convenio SRNyAH-BICE. 1995: El documento enuncia los lineamientos generales y alcances de los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) y sugiere dos (2) formatos tipo de Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA l y ll), conteniendo los ítems mínimos a presentar.
8.5.9. Declaración de Impacto Ambiental-Actividades Portuarias- Ley 24 093 /93: Por norma complementaria, se establecen los contenidos mínimos a incluir en las DIA para todo proyecto de ampliación o instalación, de actividad o infraestructura, en los puertos existentes y nuevos, del Sistema Portuario Nacional. La encargada de evaluar y controlar su implementación es la Administración General de Puertos (AGP).
8.5.10. Código de Minería - Título complementario: De la Protección Ambiental para la Actividad Minera- Ley 24 585: En 1996 se incorpora este Título Complementario al Código de Minería, el cual en su Sección Segunda establece la obligatoriedad de presentar un Informe de Impacto Ambiental previo a las actividades de prospección, exploración, explotación, desarrollo, preparación, extracción y almacenamiento de sustancias minerales e incluye las actividades destinadas al cierre de la mina. La Agencia Oficial será la que determine cada provincia en el ámbito de su jurisdicción. Ella evaluará el Informe de Impacto Ambiental y lo aprobará mediante una Declaración de Impacto Ambiental para cada una de las etapas del proyecto. A solicitud podrá emitir un Certificado de Calidad Ambiental.
8.5.11. Guía de Practicas Recomendadas para la Protección Ambiental durante la Construcción de Conductos para Gas y su posterior Operación. Aprobada por Resolución 186 del 28/8/95 del Directorio de ENERGAS: Esta guía es subsidiaria de la Norma "Manual de Gestión Ambiental de Conductos para Hidrocarburos" y de la N.A.G.-100 ( "Normas Argentinas Mínimas de Seguridad para el Transporte y Distribución de Gas Natural y Otros Gases por Cañerías") de la Secretaría de Energía de la Nación. Incluye, en relación al Estudio Ambiental Previo -Anteproyecto- los requerimientos de la Estructura del Estudio Ambiental, del Plan de Protección Ambiental y del Control Mediante Auditorías Ambientales.
8.5.12. Régimen de Gestión de Residuos Radiactivos (Ley 25.018). Esta Ley incluye un artículo que establece la obligatoriedad de realizar los estudios de factibilidad ambiental en el caso que la Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA) proponga emplazamientos de instalaciones para la disposición final de residuos radiactivos. Enuncia el contenido general de estos estudios y establece la convocatoria a audiencia pública.
8.5.13. Procedimientos de Medición de Campos Eléctricos y Magnéticos en los Sistemas de Transporte y Distribución de Energía Eléctrica. Resolución ENRE 1724/98: Esta Resolución establece, en ANEXO, las instrucciones para la medición de los campos eléctricos y magnéticos. Reitera que los procedimientos de medición de radio interferencia y radio audible por efecto corona y ruido (nivel sonoro), establecidos en la Res. S.E. 77/98, son de observancia obligatoria.
8.5.14. Procedimiento de presentación de los Estudios de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos vinculados al Sistema de Transporte y Distribución de Energía Eléctrica. Resolución ENRE 1725/98: Esta Resolución define los contenidos de los Estudios de Impacto Ambiental, también llamado Informe de Impacto Ambiental, a ser presentados al ENRE. Asimismo articula la presentación de este Informe de Impacto Ambiental con el sistema de Audiencia Pública reglamentado por Res. ENRE 39/94.

8.6. Estos son algunos ejemplos de evaluación de impacto ambiental en el ámbito del Gobierno nacional. Analizaremos ahora los contenidos básicos de la evaluación de impacto ambiental en la LGA para luego ver cómo esos contenidos se han específicado en el ámbito.

8.7. Tratamiento del EIA en la ley 25.675. Lo primero para señalar respecto a la evaluación de impacto ambiental en la LGA es que ella se construye desde el principio de prevención (art. 4 LGA). Dentro de este principio la ley toma como instrumento central el procedimiento de evaluación de impacto ambiental reglándolo directamente en sus artículos 11, 12 y 13. Luego existen normas que indirectamente se relacionan con él como son las que regulan lo concerniente al acceso a la información ambiental (arts. 16) y la participación ciudadana (arts. 19, 20 y 21). Analicémoslo.

8.8. En estos artículos encontramos referencias a: a) actividades susceptibles de realizar el EIA (art. 11 LGa); procedimiento (art. 12 LGA); sistema de acceso a la información y formalización de oposiciones ciudadanas al emprendimiento (arts. 16, 19, 20 y 21 LGA); criterio de oportunidad para solicitar la Declaración de Impacto Ambiental (art. 11 LGA); requisitos mínimos que debe contener el Estudio de Impacto Ambiental (art. 13 LGA).

8.9. De la rápida lectura de los tres artículos que la ley dedica al estudio de impacto ambiental observaremos que son también tres las instancias diferenciadas por el legislador:  
· evaluación de impacto ambiental (EIA en adelante). Procedimiento administrativo global dirigido a predecir interpretar prevenir y comunicar el impacto ambiental conjunto derivado de una determinada actuación antrópica. 

· estudio de impacto ambiental (EsIA en adelante). Análisis técnico integrado e interdisciplinar, en el que se identifican y valoran los impactos ambientales. 

· declaración de impacto ambiental (DIA en adelante). Dictamen resultante del procedimiento administrativo de evaluación de impacto ambiental, emitido por el órgano ambiental correspondiente, una vez revisado el estudio de impacto ambiental, y analizados los resultados de la evaluación luego de oída la ciudadanía a través de los mecanismos participativos.

· impacto ambiental, es la alteración en el medio o en alguno de sus componentes que puede repercutir sobre la salud y bienestar humano como consecuencia de la implementación de una política, plan, programa, disposición administrativa o proyecto concreto.
8.10. Iremos analizando los pormenores de cómo se realiza una evaluación de impacto ambiental en los ámbitos locales que son sometidos a la presente consultoría. Metodológicamente iremos siguiendo las pautas mínimas que dispone la LGA que es la ley de presupuestos mínimos en materia de EIAy agregaremos comentarios sobre los contenidos complementarios que en cada una de las provincias consultadas posee este procedimiento.

8.11. Dice Ramón Martín Mateo al respecto que “el procedimiento de EIA supone un proceso a lo largo del cual se contrastan las ventajas e inconvenientes de una acción proyectada en términos ambientales, incluyendo también a veces consideraciones de otro orden. Este iter fialmente confluirá con el que canaliza la toma de decisiones para la acción principal intentada, pero puede tener una tramitación independiente, lo que es el caso de España. En algunos países europeos suele venir conectado con los mecanismos de planificación territorial. El procedimiento requiere desde luego que el proyecto sobre el que incide se haya consolidado técnicamente. Puede incluir una fase previa preanalítica que incorpore consultas públicas o de otro orden lo que se denomina en terminología americana scoping- que haga innecesario el recurso a los trámites posteriores si se aprecia claramente la inviabilidad ambiental de la iniciativa contemplada” 
.
8.12. En consecuencia se pueden verificar tres actores en el procedimiento e EIA:

· Promotor o titular del proyecto. Es la persona física o jurídica que solicitar la autorización o aprobación definitiva relativa a un proyecto privado. También se denomina como tal a la autoridad pública que asume la iniciativa respecto a la aprobación o ejecución de un proyecto.

· Órgano sustantivo o autoridad competente. Es aquella autoridad que de acuerdo a la legislación aplicable a la actividad en cuestión, debe conceder la autorización para su realización.

· Órgano ambiental competente o autoridad competente en materia ambiental. Es aquel que, siempre de conformidad a la normativa vigente, debe tramitar el expediente administrativo sólo a efecto ambientales y emitir la declaración de impacto ambiental. 

8.13. El procedimiento conforme el esquema canadiense seguido por el sistema español y utilizado en muchas provincias argentinas contiene las siguientes fases:

· comunicación al organismo encargado de la tramitación del expediente del proyecto que habrá de ser sometido a EIA.

· realización del EsIA por el titular del proyecto.

· admisión por la Administración del EsIA y análisis ambiental del proyecto.

· participación ciudadana mediante procedimientos de información pública (en simultáneo con el anterior apartado)

· decisión final. 

9. El Ordenamiento ambiental del territorio. 
9.1. El ordenamiento ambiental del territorio es un instrumento para el diseño de las políticas públicas para el desarrollo sostenible
. En la mayoría de los países donde se han desarrollado políticas ambientales con algún grado de éxito es un rasgo común la existencia de instrumentos efectivos. Entre estos aparece el ordenamiento ambiental del territorio.
9.2. La planificación, formalizada o no, es obviamente un componente que no es privativo de la tutela ambiental, antes bien es predicable de todas las actividades humanas, salvo las reflejas o instintivas. Cualquier acción, por simple que sea, requiere un planteamiento de objetivos y la elección de los medios necesarios para llevarlos a efecto
. A su vez la racionalización de las conductas puede hacerse desde los siguientes enfoques:
· Temporal.

· Espacial 

· Sectorial.

9.3. Cuanto mas complejos son los elementos a tener en cuenta y mas complicados los mecanismos de interacción, las operaciones a llevar a cabo requerirán de mejores técnicas de apoyo. De la ordenación de las estrategias de protección del medio participan de las características enunciadas para la planificación en general. Así la programación de la recogida diaria de basuras urbanas es relativamente sencilla, pero la evitación del efecto invernadero, en el que los mares por cierto juegan un papel decisivo, está todavía fuera de control. La planificación tiene una importancia decisiva en relación con la ejecución de la política ambiental, en particular por el peso que aquí tiene en la prevención
.
9.4. Respecto al objetivo que persigue el OAT - que para nuestro sistema jurídico hoy es un presupuesto mínimo de protección ambiental de carácter instrumental – este será desarrollar “la estructura de funcionamiento global del territorio de la Nación”. Como se puede apreciar desde esta somera descripción, estamos ante un elemento que por su morfología, y funcionalidad tendrá capital incidencia cuando pase a formar parte del esquema federal nacional. Al día de la fecha sólo hay proyectos de ley respecto al OAT pero sin avances significativos.

9.5. En ordenamientos estaduales en que no existe descentralización política en razón del territorio, este esquema resultará mucho más simple. En cambio cuando la ordenación debe considerar la concertación entre dos y hasta tres niveles de gobierno, la cuestión cobrar una complejidad inusitada.
9.6. Dos elementos mínimos trae la LGA respecto al OAT:

· estructura: estamos ante la intención de lograr un sistema, con relaciones que deben necesaria y simultáneamente considerar los contenidos de los elementos aislados (tal como lo haría la ciencia clásica analítica ) más su interacción . La estructura debe tener tendencia al orden, y por lo tanto debemos concebir este instrumento de protección como el resultado del planeamiento ambiental a escala nacional con la sumatoria ordenada de: planes sectoriales (por sectores definidos, como son los planes hidrológicos, de infraestructura, agrícola, sanitario, ganadero, minero, nuclear, etc.) y planes por escala: municipales, intermunicipales, provinciales, regionales y nacionales.

· funcionamiento global: estamos ante una estructura que - tal como la acabamos de describir - es compleja, con lo que ello significa . El OAT como presupuesto mínimo se desplegará como una manta sobre nuestra organicidad variada, que pertenecerá a diferentes órdenes, generándose superposiciones de escala, graduación temporal. El OAT enfrentará el problema de que estos elementos deben lograr funcionar tanto si ponemos el foco en el ámbito local o particular como cuando lo hagamos en lo más general.

9.7. En cuanto a las realidades provinciales respecto al ordenamiento ambiental del territorio el primer antecedente en Argentina es la Ley Ordenamiento Territorial y Uso del Suelo de la provincia de Buenos Aires en el año 1977 (Ley Nº 8912), la que es modificada por decreto- ley Nº 10.128/83 y el decreto Nº 3398/87 y atiende solamente a lo urbano.
9.8. Desde allí tenemos que pasar a las normas más modernas como la de Mendoza, la ley 8051 que dispone en su artículo 1 “La presente ley tiene por objeto establecer el Ordenamiento Territorial como procedimiento político-administrativo del Estado en todo el territorio provincial, entendido éste como Política de Estado para el Gobierno Provincial y el de los municipios. Es de carácter preventivo y prospectivo a corto, mediano y largo plazo, utilizando a la planificación como instrumento básico para conciliar el proceso de desarrollo económico, social y ambiental con formas equilibradas y eficientes de ocupación territorial”.

9.9. Este tema será crucial porque en conjunto con el instrumento de OAT aparecerán las evaluaciones ambientales estratégicas como mecanismos de prevención de los impactos ambientales para este tipo de planes.

9.10. La evaluación ambiental estratégica (EAE en adelante) es un componente del proceso de planificación en el sentido de que es la evaluación que se hace dentro de ese proceso respecto de los posibles impactos ambientales de las grandes obras o actividades que son los productos del proceso de planificación. Se trata entonces, de un mecanismo que tiene por propósito prevenir desde el proceso de planificación la realización de obras o actividades que pudieran deteriorar de manera significativa el medio ambiente.

9.11. El principal problema de este tipo de instrumentos está relacionado con que sólo estudian los impactos específicos, en niveles locales, quedando al margen de ellos los efectos globales que provocan las decisiones políticas en materia ambiental que se pueden tomar de manera simultánea y a un nivel más estratégico. 

9.12. Esto genera la necesidad de evaluaciones que apunten ya no sólo a las actividades específicas sino que además sometan al escrutinio de la autoridades los planes que agrupan a esas autorizaciones individuales. Este nuevo instrumento tendrá mejores resultados porque se anticipará a las evaluaciones que se hagan luego de manera individual sobre cada actividad, y además, porque permitirá considerar los impactos acumulativos, los continuos y los globales, aspectos que no se pueden verificar en las evaluaciones individuales. 

9.13. Nace así el concepto de evaluación ambiental estratégica en los países desarrollados con base en los institutos vinculados al planeamiento territorial. Veamos algunos de sus antecedentes. En 1981 el Departamento de Desarrollo Urbano y Residencial de Estados Unidos de Norte América publicó la Guía de Evaluación de Impacto en Áreas Extensas. En Europa, en 1991, la Convención sobre Evaluación de Impacto Ambiental en Contextos Transfronterizos (también conocida como Convención Espoo) daba las primeras pautas respecto a la evaluación ambiental estratégica.

9.14. En nuestro sistema jurídico la EAE no aparece reglada aún aunque la Corte Suprema de Justicia de la Nación la ha exigido en la causa “Salas” a la provincia de Salta por el impacto acumulativo que producían una serie de permisos de desmontes que habían sido evaluados de manera individual. 

9.15. Este instituto de derecho ambiental, ha desembarcado en el sistema Argentino con base en la LGA (artículos 11 a 13), y ha sido desarrollado en reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Salas” .

9.16. El caso es que un grupo de personas, comunidades indígenas y asociaciones criollas deducen acción de amparo, en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, contra la Provincia de Salta y el Estado Nacional, a fin de obtener que se disponga el cese inmediato y definitivo de los desmontes y talas indiscriminadas de los bosques nativos situados en los departamentos de San Martín, Orán, Rivadavia y Santa Victoria de dicho Estado local entre otras cosas. Manifiestan que demandan a la Provincia de Salta por no haber cumplido con sus obligaciones legales, tanto por acción como por omisión, al otorgar dichas autorizaciones de desmonte y tala, tolerando las prácticas realizadas en la zona de manera clandestina, lo cual -a su entender-lesiona, restringe, altera y amenaza sus derechos y garantías consagrados en los arts. 16, 17, 29, 31, 41, 42, 75, inc. 17, de la Constitución Nacional, en la Ley General del Ambiente, 25.675, y en los instrumentos internacionales que indica.

9.17. La Corte, con fecha 28/12/2008: otorga medida cautelar “toda vez que en el caso media suficiente verosimilitud en el derecho y en particular la posibilidad de perjuicios inminentes o irreparables, de conformidad con lo establecido en el art. 232 del Código Procesal S. 1144. XLIV. Civil y Comercial de la Nación, y por resultar aplicable al caso el principio precautorio previsto en el artículo 4° de la ley 25.675, corresponde hacer lugar a la medida cautelar solicitada (arg. causa D.251.XLIII. "Defensor del Pueblo de la Nación c/ Buenos Aires, Provincia de y otro -Estado Nacional- s/ amparo", sentencia del 24 de abril de 2007, Fallos: 330:1915, entre otros). 

9.18. De todos modos, aclara en la misma resolución que: 

9.19. “No obstante ello, al no haber individualizado con precisión los demandantes cuáles son los desmontes o talas de bosques nativos autorizados por la provincia de Salta que afectan las áreas de influencia de las comunidades que representan, y al haber destacado especialmente que durante el último trimestre del año 2007 se habría verificado un abrupto incremento en los pedidos de autorizaciones a esos efectos, circunstancia que la atribuyen a que en aquel momento era inminente la sanción de la Ley Nacional de Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental de los Bosques Nativos N° 26.331, a fin de evitar perjuicios o gravámenes innecesarios, y con arreglo a la atribución reconocida al Tribunal en el artículo 204 del código citado, habrán de limitarse los alcances de la medida cautelar a las autorizaciones otorgadas en el período referido. Ello, claro está, sin perjuicio de lo que en definitiva se resuelva o de las decisiones que se puedan adoptar en el futuro en el marco de los lineamientos contemplados en la órbita nacional por los artículos 198, tercer párrafo, 203 y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, o sus similares en el orden local.  

9.20. El 26 de marzo de 2009 la Corte reafirma la medida cautelar, basando su decisión en el principio precautorio pero sobre todo en la falta de previsión respecto a los impactos acumulativos de la medida autorizada.

9.21. Dice la resolución en el considerando 2:

9.22. “Que la medida adoptada por esta Corte se funda en el principio precautorio contemplado en la Ley General del Ambiente 25.675 (art. 4) que dispone: "Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio ambiente". 

9.23. En el presente caso se ha demostrado claramente que se otorgaron autorizaciones para la tala y desmonte tomando en consideración el impacto ambiental de cada una de ellas, pero no se ha efectuado ningún estudio relativo al efecto acumulativo de todas las autorizaciones. La tala y desmonte de aproximadamente un millón de hectáreas tendrá un efecto sobre  el ambiente que no se puede ignorar y que, en palabras expresadas por el representante de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación en la audiencia pública del día 18 de febrero del corriente año, seguramente será negativo.

9.24. Y luego agrega:

9.25. “Que la aplicación del principio precautorio en este caso, obliga a suspender las autorizaciones de tala y desmonte y su ejecución en los cuatro departamentos mencionados hasta tanto se efectúe un estudio del impacto acumulativo de dichos procesos. 

9.26. El estudio referido deberá ser realizado por la Provincia de Salta, en forma conjunta con la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, la que deberá resguardar el respeto de los presupuestos mínimos en la materia. 

9.27. Asimismo, se deberá dar amplia participación a las comunidades que habitan en la zona afectada. Dicho estudio deberá concentrarse en el análisis del impacto ambiental acumulativo de la tala y desmonte señalados, sobre el clima, el paisaje, y el ambiente en general, así como en las condiciones de vida de los habitantes. Deberá proponer asimismo una solución que armonice la protección de los bienes ambientales con el desarrollo en función de los costos y beneficios involucrados. En tal sentido, deberá identificar márgenes de probabilidades para las tendencias que señale, valorar los beneficios relativos para las partes relevantes involucradas y las generaciones futuras” 

9.28. De la resolución con claridad meridiana se desprende que de aquí en más será necesario y obligatorio considerar la evaluación del impacto ambiental acumulativo de las actividades con efectos sobre el ambiente. Estamos refiriéndonos entonces a la evaluación ambiental estratégica sin mencionarla.

9.29. Además, la resolución dispone que el estudio de impacto acumulativo debe necesariamente considerar la protección de los bienes ambientales con el desarrollo, en función de los costos y beneficios involucrados identificando márgenes de probabilidades.

9.30. Como se puede ver, estamos ante una EAE. La Corte facilita la consolidación de este tipo de instrumentos en la gestión del ambiente en nuestro país, donde no hay demasiadas normas que específicamente lo prevén como obligatorio.

10. Conclusiones de esta primera parte

10.1. En este aspecto podemos considerar algunas primeras conclusiones y recomendaciones en relación a este primer informe:

10.2. En materia ambiental existe un copioso desarrollo de normativas locales, pero muchas de ellas resultan inadecuadas respecto a las normas de presupuestos mínimos que se han dado en el período 2002-2007 en el ámbito nacional. 

10.3. Será sumamente importante que las provincias que habían dictado leyes anteriores a las de presupuestos mínimos revisen su sistema interno a efectos de lograr hacer compatibles sus leyes con las de PMPA las que imponen el mínimo de protección al que ellas deben complementar.

10.4. En el período actual en que sobreviven “formalmente” muchas de esas leyes provinciales que presentan un nivel de protección menor al de las normas nacionales, será recomendable capacitar a los operadores jurídicos para que desapliquen las reglas locales que disminuyen el grado de protección nacional.

10.5. En este contexto se requerirá de una fuerte capacitación en los ámbitos provinciales y municipales de los actores institucionales para que entiendan el complejo sistema de complementariedad. 

10.6. Además, sería recomendable que los ámbitos locales no entiendan este sistema -donde la Nación dicta los presupuestos mínimos y las provincias complementan- como una ahogo sino como un desafío a la creatividad local, que en el marco de las normas básicas nacionales podrán generar sus políticas propias de mayor rigurosidad en la protección.

10.7. En ese contexto, el mecanismo de evaluación de impacto ambiental se presenta como un enorme desafío por estar regulado con algunas salvaguardas de origen en las normas nacionales de presupuestos mínimos y además en normas locales que en muchos casos difieran de aquellas. 

10.8. Será importante considerar las pautas centrales mínimas nacionales como obligatorias y operativizarlas en los procedimientos locales a pesar de que las normas internas no tengan previstos algunos de sus componentes. Esto porque al ser el piso de protección resultarán obligatorios para los órdenes provinciales y municipales.

10.9. En muchos casos, ante problemas comunes entre provincias y municipios, además será recomendable que se adopten mecanismos de concertación como los convenios interprovinciales, o la creación de regiones para la evaluación de impacto ambiental o la planificación  y el ordenamiento ambiental del territorio ya sea general o para una actividad particular.

10.10. Se recomienda además considerar como base para adoptar estas decisiones los principios del artículo 4 ley general del ambiente nacional, sobre todo los de solidaridad y cooperación.
10.11. Será esencial considerar en todos estos trámites como pasos obligatorios e inderogables para participación ciudadana y el acceso a la información pública, los que sería recomendable estuvieran previstos e institucionalizados en un nivel formal. Trascendente. 
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